
 

 
 

INICIATIVA QUE REFORMA EL ARTÍCULO 1O. DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 

ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, A CARGO DE LA DIPUTADA VERÓNICA BEATRIZ JUÁREZ 

PIÑA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRD 

Quien suscribe, Verónica Beatriz Juárez Piña, diputada federal a la LXIV Legislatura del Congreso de la Unión, e 

integrante del Grupo Parlamentario del PRD, con fundamento en los artículos 71, fracción II, 72 y 73 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y de conformidad con lo dispuesto por los diversos 6, 

numeral 1, fracción I; 77, numeral 1; y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a consideración de 

esta asamblea, iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma el tercer párrafo al artículo 1o. de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Planteamiento del problema 

La violencia feminicida es un grave problema en nuestro país. Cada día, mueren asesinadas por lo menos once 

mujeres y la violencia institucional, ejercida por quienes detentan el poder público es reflejo de una sociedad en la 

que se valora poco la vida y la integridad de las mujeres. Es por ello que resulta absolutamente indispensable que 

toda funcionaria y todo funcionario sea capacitado en materia de violencia de género, paridad y derechos humanos 

antes de ejercer su cargo, independientemente si es un cargo por nombramiento o por elección popular. 

Argumentación 

Mucho hemos avanzado en nuestro país en materia de paridad entre los géneros. La situación de visualización de 

las mujeres ha sido producto de una larga lucha en contra de estigmas y señalamientos que han sido combatidos 

por las organizaciones feministas desde todas las trincheras. 

La reforma constitucional en materia de paridad, publicada el 6 de julio de 2019 ha implicado un gran cambio en 

las relaciones políticas y en la participación de las mujeres cuya presencia en el espacio público debe ser revalorada 

a la luz de las nuevas circunstancias. 

Esta reforma constitucional, va aparejada con las reformas legales en materia de violencia de género. Debemos 

dejar claro que la violencia en contra de las mujeres es un asunto de política pública, no es más una violencia que 

se ejerce en la impunidad del hogar, sino que incumbe a toda la sociedad y es en este sentido que, además de 

sancionarla, debemos prevenirla, principalmente en los espacios de autoridad pública. 

Desde nuestra perspectiva, todas las personas que ejerzan un cargo de autoridad pública, independientemente de su 

naturaleza, sea éste por nombramiento, sea por elección popular, deben tener capacitación en materia de paridad, 

perspectiva de género y derechos humanos. 

No es esta la primera propuesta que hacemos en este sentido. Anteriormente, lo hemos hecho para todas y todos 

quienes acceden a un puesto en la Administración Pública Federal, para quienes aspiran a un cargo de elección 

como candidatos y para quienes han de ocupar los cargos de legisladores al Congreso de la Unión. Adicionalmente, 

en relación con esta instancia legislativa, hemos propuesto que se capacite al personal de estructura de esta Cámara 

para garantizar los derechos de todas las personas que aquí laboran. 

La obligación del Estado mexicano para la implementación de esta capacitación es indiscutible. El Mecanismo de 

Seguimiento de la Convención de Belém do Pará, en el Informe final de 2012 recomienda el desarrollo de planes 

de formación continuos sobre violencia contra las mujeres y derechos de las mujeres en el marco de la Convención 

de Belém do Pará, destinados a legisladores/as, operadores/as de justicia (jueces/zas, fiscales/as, funcionarios/as 

legales, comisarios/as de familia) y otros/as funcionarios/as públicos/as, operadores/as de salud, educadores/as, 



 

 
 

fuerzas militares y policiales, organizaciones sociales y comunitarias de mujeres, centros de atención 

especializados en violencia y otras públicos similares. 

Finalmente, el Segundo Informe de Seguimiento a la Implementación de las Recomendaciones del Comité de 

Expertas del MESECVI, en 2014 insta a los Estados parte a implementar capacitación permanente con contenidos 

educativos en violencia contra las mujeres dentro de los planes de formación de servidores públicos. En este punto 

el reto radica en que “esta capacitación no se limite a talleres o actividades esporádicos que no responden a un 

programa permanente, o que sean proyectos cuya vigencia es temporal o parcial”. Adicionalmente, debemos 

señalar que las sentencias internacionales para nuestro país han dejado clara la necesidad de esta capacitación ya 

que se deben, principalmente, a la falta de diligencia en la prevención de los feminicidios. 

Así, en el caso González y otras (“Campo Algodonero”) Vs. México. Del 16 de noviembre de 2009, la Corte IDH 

ordenó a México continuar “... implementando programas y cursos permanentes de educación y capacitación en: 

1) derechos humanos y género; 

2) perspectiva de género para la debida diligencia en la conducción de averiguaciones previas y procesos 

judiciales relacionados con discriminación, violencia y homicidios de mujeres por razones de género, y 

3) superación de estereotipos sobre el rol social de las mujeres. “Asimismo refirió que los programas y cursos 

estarán destinados a policías, fiscales, jueces, militares, funcionarios encargados de la atención y asistencia legal 

a víctimas del delito y a cualquier funcionario público, tanto a nivel local como federal, que participe directa o 

indirectamente en la prevención, investigación, procesamiento, sanción y reparación.” 

En el caso también contra México, Fernández Ortega del 30 de agosto de 2010, el tribunal dispuso “que el Estado 

continúe implementando programas y cursos permanentes de capacitación sobre investigación diligente en casos de 

violencia sexual contra las mujeres, que incluyan una perspectiva de género y etnicidad. Dichos cursos deberán 

impartirse a los funcionarios federales y del estado de Guerrero, particularmente a integrantes del Ministerio 

Público, del Poder Judicial, de la Policía, así como a personal del sector salud con competencia en este tipo de 

casos y que por motivo de sus funciones constituyan la línea de atención primaria a mujeres víctimas de violencia. 

En el mismo sentido: Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 

Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2010, párr. 246.” 

En definitiva, de lo expuesto se colige que según los casos y temas la Corte Interamericana de Derechos Humanos 

ha ordenado que los países realicen capacitaciones sobre perspectiva de género a personas de diferentes sectores 

del Estado. Esta formación debiera ser obligatoria, no limitada a lo normativo y lograr un aprendizaje que produzca 

cambios culturales que impacten en la vida de las mujeres. Para ello, los organismos especializados recomiendan la 

sostenibilidad de la capacitación y el seguimiento de sus resultados. 

La experiencia internacional nos respalda. En Argentina, una iniciativa como esta fue aprobada el 19 de diciembre 

de 2018. La así llamada Iniciativa Micaela, fue impulsada por diversos legisladores y establece la capacitación 

obligatoria en la temática de género y violencia contra las mujeres para todas las personas que se desempeñen en la 

función pública en todos sus niveles y jerarquías en los poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial de aquella 

Nación. 

La iniciativa toma su nombre de la joven Micaela García quien, con 21 años, siendo estudiante de educación física 

y una activa participante del movimiento Ni una menos contra la violencia de género, fue reportada como 

desaparecida el 1 de abril de 2017 y su cuerpo hallado sin vida una semana después. 



 

 
 

Por el hecho fue apresado Sebastián Wagner, quien confesó haber violado a la joven y fue condenado a cadena 

perpetua por “abuso sexual con acceso carnal y homicidio agravado por ser con alevosía, criminis causae y 

violencia de género”. También sentenciaron a cinco años por “encubrimiento” a su ex patrón, Néstor Pavón.1 

Los avances en Argentina son patentes: 

Como parte de la jornada realizada en el Palacio Legislativo, Fabiana Tuñez, titular del Instituto Nacional de 

Mujeres, dio detalles acerca de la implementación de la Ley Micaela. Tuñez detalló que en el Poder Ejecutivo hubo 

9.728 personas inscriptas en los cursos de capacitación en género, de los cuales 5.282 personas están cursando, 

4.114 están aprobadas y 332 desaprobadas. 

También dijo que, en el Poder Judicial, ya hubo 300 jueces y juezas capacitados, más 33.596 personas capacitadas 

a través del taller de perspectiva de género. “En el Legislativo estamos trabajando en la implementación, si bien ya 

veníamos trabajando la prueba piloto se está llevando en Diputados, ya se capacitaron 93 personas en recursos 

humanos”, añadió la titular del INAM.2 

Es por lo anterior que proponemos la siguiente reforma constitucional: 



 

 
 



 

 
 

  

Adicionalmente, en el régimen transitorio, se obliga a las entidades federativas y a los municipios a emitir las 

reformas correspondientes a su marco jurídico para dar vida a esta reforma y, de manera específica, se crea el 

Programa Nacional Permanente de Capacitación Institucional en Género y Violencia contra las Mujeres, 

coordinado por el gobierno federal, el cual contará con los recursos necesarios indispensables para su 

implementación, instancia que deberá informar de los avances correspondientes a la Cámara de Diputados, 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, pongo a consideración de esta asamblea la siguiente iniciativa con 

proyecto de 

Decreto por el que se reforma el tercer párrafo del artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos 

Único. Se reforma el tercer párrafo del artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

para quedar como sigue: 

Artículo 1o. ... 

... 

Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger y 

garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, 

indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las 

violaciones a los derechos humanos, en los términos que establezca la ley. Las y los funcionarios públicos 

deberán recibir capacitación en materia de paridad de género, no discriminación y derechos humanos, antes 

de asumir su encargo. 

... 



 

 
 

... 

Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 

Segundo. El Congreso de la Unión, las entidades federativas y los municipios dispondrán de 120 días a partir del 

de su entrada en vigor, para realizar las reformas constitucionales y legales correspondientes para dar cumplimiento 

al presente decreto. 

Tercero. Los titulares de los Poderes de la Unión dispondrán de 180 días para diseñar e iniciar la implementación 

de los programas destinados a dar cumplimiento al presente decreto. 

Notas 

1 https://www.hcdn.gob.ar/prensa/noticias/2019/noticias_1125.html 

2 Ídem. 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 15 días del mes de septiembre de 2020. 

Diputada Verónica Beatriz Juárez Piña (rúbrica) 
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